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 La consulta plantea si sería posible que el titular de la patria potestad de un 
menor pudiera en todo caso recabar datos de su hijo, contenidos asimismo en 
la historia clínica mantenida por un centro sanitario. 
 
Tal y como dispone el artículo 18.1 de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, 
básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones 
en materia de información y documentación clínica, “el paciente tiene el 
derecho de acceso, con las reservas señaladas en el apartado 3 de este 
artículo, a la documentación de la historia clínica y a obtener copia de los datos 
que figuran en ella. Los centros sanitarios regularán el procedimiento que 
garantice la observancia de estos derechos”. 
 
Añade el artículo 18.2 que “el derecho de acceso del paciente a la historia 
clínica puede ejercerse también por representación debidamente acreditada”. 
 
Por tanto, la cuestión que ha de plantearse en el presente supuesto es si la 
representación del menor ejercida por el titular de la patria potestad, tal y como 
dispone el artículo 154.2º del Código Civil ha de ser considerada en todo caso 
como “representación debidamente acreditada”. 
 
El acceso a los datos de la historia clínica constituye una modalidad de 
ejercicio del derecho de acceso, regulado por el artículo 15 de la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de datos de Carácter Personal, 
siendo, como consagra la Sentencia del Tribunal Constitucional 292/2000, de 
30 de noviembre, parte del contenido esencial del derecho fundamental a la 
protección de datos y, en consecuencia, parte esencial de un derecho de la 
personalidad del afectado cuyos datos son contenidos, en este caso, en la 
historia clínica, facilitándose copia de los mismos, como en el caso planteado 
en la consulta, consistente en una copia del informe de la analítica efectuada. 
 
Por su parte, el artículo 162.1º del Código Civil exceptúa de la representación 
legal del titular de la patria potestad “los actos referidos a derechos de la 
personalidad u otros que el hijo, de acuerdo con las leyes y con sus 
condiciones de madurez, pueda realizar por sí mismo”. 
 
Teniendo en cuenta lo que acaba de indicarse, deben, a nuestro juicio, 
diferenciarse dos supuestos básicos, el primero referido a los mayores de 14 
años, a los que la Ley atribuye capacidad para la realización de determinados 
negocios jurídicos, y el segundo, a los menores de dicha edad. 
 
Respecto de los mayores de catorce años, teniendo en cuenta lo establecido 
en el artículo 162.1º del Código Civil, se plantea si ha de considerarse que el 
menor tiene condiciones suficientes de madurez para ejercer el derecho de 
acceso, debiendo, a nuestro juicio, ser afirmativa la respuesta, toda vez que 



nuestro ordenamiento jurídico viene, en diversos casos, a reconocer a los 
mayores de catorce años la suficiente capacidad de discernimiento y madurez 
para adoptar por sí solos determinados actos de la vida civil. Baste a estos 
efectos recordar los supuestos de adquisición de la nacionalidad española por 
ejercicio del derecho de opción o por residencia, que se efectuará por el mayor 
de catorce años, asistido de su representante legal, o la capacidad para testar 
(con la única excepción del testamento ológrafo) prevista en el artículo 662.1 
para los mayores de catorce años. 
 
Por otra parte, debe recordarse que, según tiene señalado la Dirección General 
de Registros y del Notariado, en resolución de 3 de marzo de 1989, “no existe 
una norma que, de modo expreso, declare su incapacidad para actuar 
válidamente en el orden civil, norma respecto de la cual habrían de 
considerarse como excepcionales todas las hipótesis en que se autorizase a 
aquél para obrar por sí; y no cabe derivar esa incapacidad ni del artículo 322 
del Código Civil, en el que se establece el límite de edad a partir del cual se es 
capaz para todos los actos de la vida civil, ni tampoco de la representación 
legal que corresponde a los padres o tutores respecto de los hijos menores no 
emancipados”. En resumen, la minoría de edad no supone una causa de 
incapacitación (de las reguladas en el artículo 200 del Código Civil), por lo que 
aquélla habrá de ser analizada en cada caso concreto a los efectos de calificar 
la suficiencia en la prestación del consentimiento en atención a la 
trascendencia del acto de disposición y a la madurez del disponente. 
 
 En consecuencia, a tenor de las normas referidas, cabe considerar que los 
mayores de catorce años disponen de las condiciones de madurez precisas 
para ejercitar, por sí mismos, el derecho de acceso a sus datos de carácter 
personal, sin que pueda admitirse la existencia de una representación legal (y, 
en consecuencia, no acreditada) del titular de la patria potestad, dado que 
precisamente estos actos se encuentran excluidos de la mencionada 
representación por el tan citado artículo 162.1º del Código Civil. 
 
De este modo, si el padre o madre de un mayor de catorce años acude a un 
centro sanitario solicitando un informe de analítica o cualquier dato incorporado 
a la historia clínica de su hijo, sin constar autorización alguna de éste, no sería 
aplicable lo establecido en el artículo 18.2 de la Ley 41/2002, por lo que no 
debería procederse a la entrega de la información en tanto no conste la 
autorización fehaciente del hijo. Por supuesto, salvo en los supuestos en que el 
hijo haya sido previamente sujeto a incapacitación. 
 
 Respecto de los restantes menores de edad, no puede ofrecerse una solución 
claramente favorable a la posibilidad de que por los mismos pueda prestarse el 
consentimiento al tratamiento, por lo que la referencia deberá buscarse en el 
artículo 162 1º del Código Civil, tomando en cuanta, fundamentalmente, sus 
condiciones de madurez. 
 
En consecuencia, en el supuesto expresamente planteado en la consulta, dado 
que la paciente, de 17 años de edad, tendría, salvo que se hubiese declarado 
su incapacitación, condiciones suficientes de madurez para ejercitar su derecho 
de acceso a la historia clínica, la entrega de datos existentes en la misma al 



titular de la patria potestad exigiría que previamente se hubiera conferido por la 
paciente la debida representación para ello, no bastando para entregar la 
información la mera aportación del libro de familia. 
 


